
Como mínimo un abuso de confianza
Participaciones preferentes

La colaboración de la Fiscalía con el impulso del Defensor ha empezado a lograr reparaciones de estas 
prácticas que desacreditan a muchas entidades financieras ante la pasividad de nuestras instancias de control.

Desde principios del año 2012 esta 
Institución ha venido recibiendo 
numerosas quejas de personas 

denunciando el abuso cometido por sus 
respectivas entidades financieras en la 
comercialización de las denominadas 
participaciones preferentes y los perjuicios 
que dicha práctica les había ocasionado.

Del relato incluido en las quejas recibidas 
resultaba acreditado que las entidades 
de crédito habrían ofertado a sus clientes 
como producto bancario (depósito a plazo) 
algo que finalmente ha resultado ser un 
producto de inversión complejo, de carácter 
perpetuo y no recomendado para clientes 
minoristas con escasos conocimientos 
financieros. La información facilitada a 
quienes adquirieron estos productos parecía 
haber sido manifiestamente insuficiente, 
cuando no claramente engañosa, existiendo 
serias dudas acerca del cumplimiento por 
las entidades financieras de la normativa de 
transparencia y protección de la clientela, o 
del respeto de las buenas prácticas y usos 
financieros.

Ante esta situación, y tomando en 
consideración el elevado número de 
andaluces y andaluzas que se habrían visto 

afectados por estas prácticas, especialmente 
personas de la tercera edad, esta Institución 
viene desarrollando diversas actuaciones con 
el fin de ofrecer amparo y protección a las 
personas afectadas y, en la medida de sus 
posibilidades, contribuir a salvaguardar los 
derechos de todas aquellas personas que se 
encuentran imposibilitadas de acceder a sus 
ahorros y en peligro de perderlos o verlos 
devaluados.

Ante la imposibilidad de intervenir 
directamente ante las entidades financieras 
y de crédito, por ser entidades jurídico 
privadas no sujetas a supervisión por parte 
de esta Institución, las actuaciones de 
esta Defensoría se han desarrollado de la 
siguiente manera:

1.- Actuaciones ante la Oficina del 
Defensor del Pueblo Estatal.

Dado que ese 
Comisionado de las 
Cortes Generales tiene 
encomendada la supervisión 
de los órganos de la 
Administración Pública 
Estatal, se remitió al 
mismo un escrito, con 

fecha 7 de Enero de 2012, en el sometíamos 
a su consideración la posibilidad de realizar 
alguna actuación ante la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores (CNMV), organismo al 
que corresponde la supervisión e inspección 
de los mercados de valores españoles y de 
la actividad de cuantos intervienen en los 
mismos.

Como respuesta a esta comunicación, 
la referida Institución nos informó que 
había iniciado una investigación de oficio 
ante la CNMV y, a partir de la información 
recabada finalmente de dicho organismo, la 
Defensoría Estatal había dirigido una serie 
de Recomendaciones a la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y a la 
Secretaría 
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de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa.

A este respecto, desde esta Institución 
se ha venido informando puntualmente a la 
Oficina del Defensor del Pueblo Estatal acerca 
de todas las quejas y denuncias recibidas por 
este asunto, por si esa Institución considerase 
necesario ponerse en contacto con las 
personas afectadas.

2.- Actuaciones ante la Dirección General 
de Consumo de la Junta de Andalucía 
(actualmente Secretaría General de Consumo, 
adscrita a la Consejería de Administración 
Local y Relaciones Institucionales).

Ese organismo tiene encomendada 
la defensa y protección de las personas 
consumidoras y usuarias en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. Por ello, con fecha 
18 de Mayo de 2012, desde esta Institución 
se le dirigió escrito solicitando información 
sobre las reclamaciones que se hubieran 
presentado ante las oficinas de consumo en 
relación con las participaciones preferentes 
y sobre las actuaciones que se vinieran 
realizando desde la Administración en 
relación con dichas reclamaciones.

A la vista de la respuesta de la Secretaría 
General de Consumo, esta Institución 
consideró oportuno dirigirle formalmente 
una Recomendación, de fecha 20 de Julio 
de 2012, con el fin de instarle a adoptar 
medidas efectivas para amparar los derechos 
e intereses de las personas consumidoras 
afectadas. En concreto, se requería a dicho 
organismo para que exigiera a las entidades 

financieras que hubieran comercializado 
participaciones preferentes a clientes 
minoristas en el territorio andaluz la 
acreditación de que habían puesto en su 
conocimiento las circunstancias relativas a la 
modificación del valor de su inversión. 

Asimismo, se pedía que se iniciara 
procedimiento sancionador frente a dichas 
entidades financieras por la comercialización 
de participaciones preferentes con infracción 
de las normas que garantizan los derechos 
e intereses de las personas consumidoras. 
Igualmente, se pedía que se considerase 
la conveniencia de ejercer otras medidas 
de protección y defensa de las personas 
consumidoras y usuarias tanto judiciales 
como extrajudiciales, citando expresamente 
el arbitraje como vía extrajudicial para la 
solución del conflicto y particularmente el 
arbitraje de consumo colectivo, que podía 
resultar idóneo en un caso como el presente 
que afecta a un número muy elevado de 
personas en Andalucía.

La respuesta final de la Secretaría General 
de Consumo, recibida el 21 de Diciembre de 
2012, permite deducir la plena aceptación 

de la Resolución dictada por esta Institución 
y la realización de diversas actuaciones 
cuya finalidad es la salvaguarda de los 
derechos de los consumidores afectados por 
las participaciones preferentes, incluida la 
apertura de expedientes sancionadores a 
diversas entidades financieras. 

“Faltó ética bancaria, 
huyeron los controles y 
dimitieron los vigilantes 
durante años. Sólo las 

acciones penales movilizaron 
respuestas temerosas ante 
las posibles consecuencias.”
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3.- Actuaciones ante el Fiscal Superior de 
Andalucía.

Con fecha 5 de Junio de 2012 se dirigió 
escrito al Sr. Fiscal Superior de Andalucía a fin 
de someter a su consideración la posibilidad 
de iniciar una investigación sobre las 

prácticas que han venido desarrollando las 
entidades financieras radicadas en Andalucía 
en la oferta de participaciones preferentes, 
por si las mismas pudieran suponer una 
vulneración del ordenamiento jurídico civil 
o penal.

En dicho escrito, tomando en 
consideración el elevado número de personas 
que pudieran estar viéndose afectadas y la 
inacción mostrada hasta entonces por las 
autoridades administrativas que deberían 
velar por sus derechos como clientes y 
consumidores, le rogábamos que analizase 
la posibilidad de emprender acciones que 
posibilitasen una adecuada salvaguarda de 
los derechos en riesgo.

Como respuesta a esta petición, por el 
Fiscal Superior del TSJA se dictó Decreto 
de fecha 16 de Julio de 2012 ordenando 
la coordinación de las acciones, civiles o 
penales, ejercidas al efecto por las Fiscalías 
Provinciales; requiriendo el apoyo de las 
unidades policiales especializadas en delitos 
económicos o grupos de estafas; y solicitando 
la aportación de información por parte de la 
Secretaría General de Consumo.

Partiendo de esta información, la Fiscalía 
procedería a estudiar la posible existencia 
de actuaciones con relevancia penal, así 
como la posibilidad de instar en el ámbito 
civil las acciones legales pertinentes para la 
defensa de los intereses colectivos y difusos 
de consumidores y usuarios.

En cumplimiento del citado Decreto, 
todas las quejas recibidas han sido 
trasladadas por esta Institución a la Fiscalía 
Superior de Andalucía, así como lo serán las 
que aún puedan recibirse en lo sucesivo.

En relación con este asunto, con fecha 
12 de Diciembre de 2012 se dictaba un 
nuevo Decreto de la Fiscalía Superior de 
Andalucía, informando de las actuaciones 
realizadas en relación con las denuncias 
sobre participaciones preferentes, relatando 
el resultado obtenido en las pesquisas 
policiales emprendidas respecto de algunas 
entidades financieras y ordenando nuevas 
actuaciones investigadoras por parte de las 
distintas Fiscalías Provinciales.

Asimismo, en el Decreto se incluye un 
análisis pormenorizado de las posibilidades 
de intervención de la Fiscalía ante la 
jurisdicción civil para pedir la nulidad de los 
contratos suscritos de forma irregular para la 
adquisición de participaciones preferentes y 
la devolución de las cantidades invertidas, 
quedado en todo caso a la espera de valorar 
su viabilidad conforme con las instrucciones 
que pudiera recibir de la Fiscalía General del 
Estado.

(Ver Sección 2ª. Capítulo XI. Apartado 
2.3.2.1.)

43

2

at
en

de
r l

as
 q

ue
ja

s


